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1. Título III: De las Cortes Generales 

1.1. Capítulo primero: De las Cámaras 

Artículo 66 

1. Las Cortes Generales representan al pueblo español y están formadas por el Congreso de los Diputados y el Senado. 

2. Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus Presupuestos, controlan la acción 
del Gobierno y tienen las demás competencias que les atribuya la Constitución. 

3. Las Cortes Generales son inviolables. 

Artículo 67 

1. Nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acumular el acta de una Asamblea de Comunidad 
Autónoma con la de Diputado al Congreso. 

2. Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo. 

3. Las reuniones de Parlamentarios que se celebren sin convocatoria reglamentaria no vincularán a las Cámaras, y no 
podrán ejercer sus funciones ni ostentar sus privilegios. 

Artículo 68 

1. El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados, elegidos por sufragio universal, libre, 
igual, directo y secreto, en los términos que establezca la ley. 

2. La circunscripción electoral es la provincia. Las poblaciones de Ceuta y Melilla estarán representadas cada una de 
ellas por un Diputado. La ley distribuirá el número total de Diputados, asignando una representación mínima inicial a 
cada circunscripción y distribuyendo los demás en proporción a la población. 

3. La elección se verificará en cada circunscripción atendiendo a criterios de representación proporcional. 

4. El Congreso es elegido por cuatro años. El mandato de los Diputados termina cuatro años después de su elección 
o el día de la disolución de la Cámara. 

5. Son electores y elegibles todos los españoles que estén en pleno uso de sus derechos políticos. 

La ley reconocerá y el Estado facilitará el ejercicio del derecho de sufragio a los españoles que se encuentren fuera 
del territorio de España. 

6. Las elecciones tendrán lugar entre los treinta días y sesenta días desde la terminación del mandato. El Congreso 
electo deberá ser convocado dentro de los veinticinco días siguientes a la celebración de las elecciones. 

Artículo 69 

1. El Senado es la Cámara de representación territorial. 

2. En cada provincia se elegirán cuatro Senadores por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto por los votantes 
de cada una de ellas, en los términos que señale una ley orgánica. 
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3. En las provincias insulares, cada isla o agrupación de ellas, con Cabildo o Consejo Insular, constituirá una 
circunscripción a efectos de elección de Senadores, correspondiendo tres a cada una de las islas mayores –Gran 
Canaria, Mallorca y Tenerife– y uno a cada una de las siguientes islas o agrupaciones: Ibiza-Formentera, Menorca, 
Fuerteventura, Gomera, Hierro, Lanzarote y La Palma. 

4. Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas dos Senadores. 

5. Las Comunidades Autónomas designarán además un Senador y otro más por cada millón de habitantes de su 
respectivo territorio. La designación corresponderá a la Asamblea legislativa o, en su defecto, al órgano colegiado 
superior de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo que establezcan los Estatutos, que asegurarán, en todo caso, 
la adecuada representación proporcional. 

6. El Senado es elegido por cuatro años. El mandato de los Senadores termina cuatro años después de su elección o 
el día de la disolución de la Cámara. 

Artículo 70 

1. La ley electoral determinará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los Diputados y Senadores, que 
comprenderán, en todo caso: 

a) A los componentes del Tribunal Constitucional. 

b) A los altos cargos de la Administración del Estado que determine la ley, con la excepción de los miembros del 
Gobierno. 

c) Al Defensor del Pueblo. 

d) A los Magistrados, Jueces y Fiscales en activo. 

e) A los militares profesionales y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía en activo. 

f) A los miembros de las Juntas Electorales. 

2. La validez de las actas y credenciales de los miembros de ambas Cámaras estará sometida al control judicial, en 
los términos que establezca la ley electoral. 

Artículo 71 

1. Los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus funciones. 

2. Durante el período de su mandato los Diputados y Senadores gozarán asimismo de inmunidad y sólo podrán ser 
detenidos en caso de flagrante delito. No podrán ser inculpados ni procesados sin la previa autorización de la Cámara 
respectiva. 

3. En las causas contra Diputados y Senadores será competente la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 

4. Los Diputados y Senadores percibirán una asignación que será fijada por las respectivas Cámaras. 

Artículo 72 

1. Las Cámaras establecen sus propios Reglamentos, aprueban autónomamente sus presupuestos y, de común 
acuerdo, regulan el Estatuto del Personal de las Cortes Generales. Los Reglamentos y su reforma serán sometidos a 
una votación final sobre su totalidad, que requerirá la mayoría absoluta. 
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2. Las Cámaras eligen sus respectivos Presidentes y los demás miembros de sus Mesas. Las sesiones conjuntas 
serán presididas por el Presidente del Congreso y se regirán por un Reglamento de las Cortes Generales aprobado 
por mayoría absoluta de cada Cámara. 

3. Los Presidentes de las Cámaras ejercen en nombre de las mismas todos los poderes administrativos y facultades 
de policía en el interior de sus respectivas sedes. 

Artículo 73 

1. Las Cámaras se reunirán anualmente en dos períodos ordinarios de sesiones: el primero, de septiembre a diciembre, 
y el segundo, de febrero a junio. 

2. Las Cámaras podrán reunirse en sesiones extraordinarias a petición del Gobierno, de la Diputación Permanente o 
de la mayoría absoluta de los miembros de cualquiera de las Cámaras. Las sesiones extraordinarias deberán 
convocarse sobre un orden del día determinado y serán clausuradas una vez que éste haya sido agotado. 

Artículo 74 

1. Las Cámaras se reunirán en sesión conjunta para ejercer las competencias no legislativas que el Título II atribuye 
expresamente a las Cortes Generales. 

2. Las decisiones de las Cortes Generales previstas en los artículos 94, 1, 145, 2 y 158, 2, se adoptarán por mayoría 
de cada una de las Cámaras. En el primer caso, el procedimiento se iniciará por el Congreso, y en los otros dos, por 
el Senado. En ambos casos, si no hubiera acuerdo entre Senado y Congreso, se intentará obtener por una Comisión 
Mixta compuesta de igual número de Diputados y Senadores. La Comisión presentará un texto que será votado por 
ambas Cámaras. Si no se aprueba en la forma establecida, decidirá el Congreso por mayoría absoluta. 

Artículo 75 

1. Las Cámaras funcionarán en Pleno y por Comisiones. 

2. Las Cámaras podrán delegar en las Comisiones Legislativas Permanentes la aprobación de proyectos o 
proposiciones de ley. El Pleno podrá, no obstante, recabar en cualquier momento el debate y votación de cualquier 
proyecto o proposición de ley que haya sido objeto de esta delegación. 

3. Quedan exceptuados de lo dispuesto en el apartado anterior la reforma constitucional, las cuestiones 
internacionales, las leyes orgánicas y de bases y los Presupuestos Generales del Estado. 

Artículo 76 

1. El Congreso y el Senado, y, en su caso, ambas Cámaras conjuntamente, podrán nombrar Comisiones de 
investigación sobre cualquier asunto de interés público. Sus conclusiones no serán vinculantes para los Tribunales, ni 
afectarán a las resoluciones judiciales, sin perjuicio de que el resultado de la investigación sea comunicado al Ministerio 
Fiscal para el ejercicio, cuando proceda, de las acciones oportunas. 

2. Será obligatorio comparecer a requerimiento de las Cámaras. La ley regulará las sanciones que puedan imponerse 
por incumplimiento de esta obligación. 

Artículo 77 

1. Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, siempre por escrito, quedando prohibida la 
presentación directa por manifestaciones ciudadanas. 

2. Las Cámaras pueden remitir al Gobierno las peticiones que reciban. El Gobierno está obligado a explicarse sobre 
su contenido, siempre que las Cámaras lo exijan. 
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Artículo 78 

1. En cada Cámara habrá una Diputación Permanente compuesta por un mínimo de veintiún miembros, que 
representarán a los grupos parlamentarios, en proporción a su importancia numérica. 

2. Las Diputaciones Permanentes estarán presididas por el Presidente de la Cámara respectiva y tendrán como 
funciones la prevista en el artículo 73, la de asumir las facultades que correspondan a las Cámaras, de acuerdo con 
los artículos 86 y 116, en caso de que éstas hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato y la de velar por 
los poderes de las Cámaras cuando éstas no estén reunidas. 

3. Expirado el mandato o en caso de disolución, las Diputaciones Permanentes seguirán ejerciendo sus funciones 
hasta la constitución de las nuevas Cortes Generales. 

4. Reunida la Cámara correspondiente, la Diputación Permanente dará cuenta de los asuntos tratados y de sus 
decisiones. 

Artículo 79 

1. Para adoptar acuerdos, las Cámaras deben estar reunidas reglamentariamente y con asistencia de la mayoría de 
sus miembros. 

2. Dichos acuerdos, para ser válidos, deberán ser aprobados por la mayoría de los miembros presentes, sin perjuicio 
de las mayorías especiales que establezcan la Constitución o las leyes orgánicas y las que para elección de personas 
establezcan los Reglamentos de las Cámaras. 

3. El voto de Senadores y Diputados es personal e indelegable. 

Artículo 80 

Las sesiones plenarias de las Cámaras serán públicas, salvo acuerdo en contrario de cada Cámara, adoptado por 
mayoría absoluta o con arreglo al Reglamento. 

2. TÍTULO V: De las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales. 

Artículo 108 

El Gobierno responde solidariamente en su gestión política ante el Congreso de los Diputados. 

Artículo 109 

Las Cámaras y sus Comisiones podrán recabar, a través de los Presidentes de aquéllas, la información y ayuda que 
precisen del Gobierno y de sus Departamentos y de cualesquiera autoridades del Estado y de las Comunidades 
Autónomas. 

Artículo 110 

1. Las Cámaras y sus Comisiones pueden reclamar la presencia de los miembros del Gobierno. 

2. Los miembros del Gobierno tienen acceso a las sesiones de las Cámaras y a sus Comisiones y la facultad de 
hacerse oír en ellas, y podrán solicitar que informen ante las mismas funcionarios de sus Departamentos. 
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Artículo 111 

1. El Gobierno y cada uno de sus miembros están sometidos a las interpelaciones y preguntas que se le formulen en 
las Cámaras. Para esta clase de debate los Reglamentos establecerán un tiempo mínimo semanal. 

2. Toda interpelación podrá dar lugar a una moción en la que la Cámara manifieste su posición. 

Artículo 112 

El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, puede plantear ante el Congreso de los 
Diputados la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una declaración de política general. La confianza se 
entenderá otorgada cuando vote a favor de la misma la mayoría simple de los Diputados. 

Artículo 113 

1. El Congreso de los Diputados puede exigir la responsabilidad política del Gobierno mediante la adopción por mayoría 
absoluta de la moción de censura. 

2. La moción de censura deberá ser propuesta al menos por la décima parte de los Diputados, y habrá de incluir un 
candidato a la Presidencia del Gobierno. 

3. La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación. En los dos 
primeros días de dicho plazo podrán presentarse mociones alternativas. 

4. Si la moción de censura no fuere aprobada por el Congreso, sus signatarios no podrán presentar otra durante el 
mismo período de sesiones. 

Artículo 114 

1. Si el Congreso niega su confianza al Gobierno, éste presentará su dimisión al Rey, procediéndose a continuación a 
la designación de Presidente del Gobierno, según lo dispuesto en el artículo 99. 

2. Si el Congreso adopta una moción de censura, el Gobierno presentará su dimisión al Rey y el candidato incluido en 
aquélla se entenderá investido de la confianza de la Cámara a los efectos previstos en el artículo 99. El Rey le nombrará 
Presidente del Gobierno. 

Artículo 115 

1. El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, y bajo su exclusiva responsabilidad, podrá 
proponer la disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes Generales, que será decretada por el Rey. El decreto 
de disolución fijará la fecha de las elecciones. 

2. La propuesta de disolución no podrá presentarse cuando esté en trámite una moción de censura. 

3. No procederá nueva disolución antes de que transcurra un año desde la anterior, salvo lo dispuesto en el artículo 
99, apartado 5. 

Artículo 116 

1. Una ley orgánica regulará los estados de alarma, de excepción y de sitio, y las competencias y limitaciones 
correspondientes. 

2. El estado de alarma será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros por un 
plazo máximo de quince días, dando cuenta al Congreso de los Diputados, reunido inmediatamente al efecto y sin 
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cuya autorización no podrá ser prorrogado dicho plazo. El decreto determinará el ámbito territorial a que se extienden 
los efectos de la declaración. 

3. El estado de excepción será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros, previa 
autorización del Congreso de los Diputados. La autorización y proclamación del estado de excepción deberá determinar 
expresamente los efectos del mismo, el ámbito territorial a que se extiende y su duración, que no podrá exceder de 
treinta días, prorrogables por otro plazo igual, con los mismos requisitos. 

4. El estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta del Congreso de los Diputados, a propuesta exclusiva del 
Gobierno. El Congreso determinará su ámbito territorial, duración y condiciones. 

5. No podrá procederse a la disolución del Congreso mientras estén declarados algunos de los estados comprendidos 
en el presente artículo, quedando automáticamente convocadas las Cámaras si no estuvieren en período de sesiones. 
Su funcionamiento, así como el de los demás poderes constitucionales del Estado, no podrán interrumpirse durante la 
vigencia de estos estados. 

Disuelto el Congreso o expirado su mandato, si se produjere alguna de las situaciones que dan lugar a cualquiera de 
dichos estados, las competencias del Congreso serán asumidas por su Diputación Permanente. 

6. La declaración de los estados de alarma, de excepción y de sitio no modificarán el principio de responsabilidad del 
Gobierno y de sus agentes reconocidos en la Constitución y en las leyes. 

3. El Defensor del pueblo. 

Artículo 54 de la Constitución Española. 

Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes Generales, 
designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto podrá supervisar la 
actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales. 

3.1. Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo. 

3.1.1. Carácter y elección 

Artículo primero. 

El Defensor del Pueblo es el alto comisionado de las Cortes Generales designado por éstas para la defensa de los 
derechos comprendidos en el Título I de la Constitución, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la 
Administración, dando cuenta a las Cortes Generales. Ejercerá las funciones que le encomienda la Constitución y la 
presente Ley. 

Artículo segundo. 

El Defensor del Pueblo será elegido por las Cortes Generales para un periodo de cinco años, y se dirigirá a las mismas 
a través de los Presidentes del Congreso y del senado, respectivamente. 

Se designará en las Cortes Generales una Comisión Mixta Congreso-Senado encargada de relacionarse con el 
Defensor del Pueblo e informar a los respectivos Plenos en cuantas ocasiones sea necesario. 

Dicha Comisión se reunirá cuando así lo acuerden conjuntamente el Presidente del Congreso y del Senado, y en todo 
caso, para proponer a los Plenos de las Cámaras el candidato o candidatos a Defensor del Pueblo. Los acuerdos de 
la Comisión se adoptarán por mayoría simple. 
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Propuesto el candidato o candidatos, se convocará en término no inferior a diez días al Pleno del Congreso para que 
proceda a su elección. Será designado quien obtuviese una votación favorable de las tres quintas partes de los 
miembros del Congreso y posteriormente, en un plazo máximo de veinte días, fuese ratificado por esta misma mayoría 
del Senado. 

 Caso de no alcanzarse las mencionadas mayorías, se procederá en nueva sesión de la Comisión, y en el plazo 
máximo de un mes, a formular sucesivas propuestas. En tales casos, una vez conseguida la mayoría de los tres quintos 
en el Congreso, la designación quedará realizada al alcanzarse la mayoría absoluta del Senado. 

 Designado el Defensor del Pueblo se reunirá de nuevo la Comisión Mixta Congreso-Senado para otorgar su 
conformidad previa al nombramiento de los adjuntos que le sean propuestos por aquél. 

Artículo tercero. 

Podrá ser elegido Defensor del Pueblo cualquier español mayor de edad que se encuentre en el pleno disfrute de sus 
derechos civiles y políticos. 

Artículo cuarto. 

Los Presidentes del Congreso y del Senado acreditarán conjuntamente con sus firmas el nombramiento del Defensor 
del Pueblo que se publicará en el «Boletín Oficial del Estado». 

El Defensor del Pueblo tomará posesión de su cargo ante las Mesas de ambas Cámaras reunidas conjuntamente, 
prestando juramento o promesa de fiel desempeño de su función. 

3.1.2. Cese y sustitución 

Artículo quinto. 

 El Defensor del Pueblo cesará por alguna de las siguientes causas: 

Por renuncia. 

Por expiración del plazo de su nombramiento. 

Por muerte o por incapacidad sobrevenida. 

Por actuar con notoria negligencia en el cumplimiento de las obligaciones y deberes del cargo. 

Por haber sido condenado, mediante sentencia firme, por delito doloso. 

La vacante en el cargo se declarará por el Presidente del Congreso en los casos de muerte, renuncia y expiración del 
plazo del mandato. En los demás casos se decidirá, por mayoría de las tres quintas partes de los componentes de 
cada Cámara, mediante debate y previa audiencia del interesado. 

Vacante el cargo se iniciará el procedimiento para el nombramiento de nuevo Defensor del Pueblo en plazo no superior 
a un mes. 

En los casos de muerte, cese o incapacidad temporal o definitiva del Defensor del Pueblo y en tanto no procedan las 
Cortes Generales a una nueva designación desempeñarán sus funciones, interinamente, en su propio orden, los 
Adjuntos al Defensor del Pueblo. 
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Artículo sexto. 

El Defensor del Pueblo no estará sujeto a mandato imperativo alguno. No recibirá instrucciones de ninguna Autoridad. 
Desempeñará sus funciones con autonomía y según su criterio. 

El Defensor del Pueblo gozará de inviolabilidad. No podrá ser detenido, expedientado, multado, perseguido o juzgado 
en razón a las opiniones que formule o a los actos que realice en el ejercicio de las competencias propias de su cargo. 

En los demás casos, y mientras permanezca en el ejercicio de sus funciones, el Defensor del Pueblo no podrá ser 
detenido ni retenido sino en caso de flagrante delito, correspondiendo la decisión sobre su inculpación, prisión, 
procesamiento y juicio exclusivamente a la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 

Las anteriores reglas serán aplicables a los Adjuntos del Defensor del Pueblo en el cumplimiento de sus funciones. 

Artículo séptimo. 

Uno. La condición de Defensor del Pueblo es incompatible con todo mandato representativo; con todo cargo político o 
actividad de propaganda política; con la permanencia en el servicio activo de cualquier Administración pública; con la 
afiliación a un partido político o el desempeño de funciones directivas en un partido político o en un sindicato, asociación 
o fundación, y con el empleo al servicio de los mismos; con el ejercicio de las carreras judicial y fiscal, y con cualquier 
actividad profesional, liberal, mercantil o laboral. 

El Defensor del Pueblo deberá cesar, dentro de los diez días siguientes a su nombramiento y antes de tomar posesión, 
en toda situación de incompatibilidad que pudiera afectarle, entendiéndose en caso contrario que no acepta el 
nombramiento. 

Si la incompatibilidad fuere sobrevenida una vez posesionado del cargo, se entenderá que renuncia al mismo en la 
fecha en que aquélla se hubiere producido. 

3.1.3.  Iniciación y contenido de la investigación 

Artículo noveno. 

El Defensor del Pueblo podrá iniciar y proseguir de oficio o a petición de parte, cualquier investigación conducente al 
esclarecimiento de los actos y resoluciones de la Administración pública y sus agentes, en relación con los ciudadanos, 
a la luz de lo dispuesto en el artículo ciento tres, uno, de la Constitución, y el respeto debido a los Derechos 
proclamados en su Título primero. 

Las atribuciones del Defensor del Pueblo se extienden a la actividad de los ministros, autoridades administrativas, 
funcionarios y cualquier persona que actúe al servicio de las Administraciones públicas. 

Artículo diez. 

Podrá dirigirse al Defensor del Pueblo toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo, sin restricción 
alguna. No podrán constituir impedimento para ello la nacionalidad, residencia, sexo, minoría de edad, la incapacidad 
legal del sujeto, el internamiento en un centro penitenciario o de reclusión o, en general, cualquier relación especial de 
sujeción o dependencia de una Administración o Poder público. 

Los Diputados y Senadores individualmente, las comisiones de investigación o relacionadas con la defensa general o 
parcial de los derechos y libertades públicas y, principalmente, la Comisión Mixta Congreso-Senado de relaciones con 
el Defensor del Pueblo podrán solicitar, mediante escrito motivado, la intervención del Defensor del Pueblo para la 
investigación o esclarecimiento de actos, resoluciones y conductas concretas producidas en las Administraciones 
públicas, que afecten a un ciudadano o grupo de ciudadanos, en el ámbito de sus competencias. 
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No podrá presentar quejas ante el Defensor del Pueblo ninguna autoridad administrativa en asuntos de su 
competencia. 

Artículo once. 

La actividad del Defensor del Pueblo no se verá interrumpida en los casos en que las Cortes Generales no se 
encuentren reunidas, hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato. 

En las situaciones previstas en el apartado anterior, el Defensor del Pueblo se dirigirá a las Diputaciones Permanentes 
de las Cámaras. 

Tres. La declaración de los estados de excepción o de sitio no interrumpirán la actividad del Defensor del Pueblo, ni el 
derecho de los ciudadanos de acceder al mismo, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo cincuenta y cinco de la 
Constitución. 

3.1.4. Ámbito de competencias 

Artículo doce. 

El Defensor del Pueblo podrá, en todo caso, de oficio o a instancia de parte, supervisar por sí mismo la actividad de la 
Comunidad Autónoma en el ámbito de competencias definido por esta Ley. 

A los efectos de lo previsto en el párrafo anterior, los órganos similares de las Comunidades Autónomas coordinarán 
sus funciones con las del Defensor del Pueblo y éste podrá solicitar su cooperación. 

Artículo trece. 

Cuando el Defensor del Pueblo reciba quejas referidas al funcionamiento de la Administración de Justicia, deberá 
dirigirlas al Ministerio Fiscal para que éste investigue su realidad y adopte las medidas oportunas con arreglo a la ley, 
o bien dé traslado de las mismas al Consejo General del Poder Judicial, según el tipo de reclamación de que se trate; 
todo ello sin perjuicio de la referencia que en su informe general a las Cortes Generales pueda hacer al tema. 

Artículo catorce. 

El Defensor del Pueblo velará por el respeto de los derechos proclamados en el título primero de la Constitución en el 
ámbito de la Administración Militar, sin que ella pueda entrañar una interferencia en el mando de la Defensa Nacional. 

3.1.5. Tramitación de las quejas 

Artículo quince. 

Toda queja se presentará firmada por el interesado, con indicación de su nombre, apellidos y domicilio, en escrito 
razonado en papel común y en el plazo máximo de un año, contado a partir del momento en que tuviera conocimiento 
de los hechos objeto de la misma. 

Todas las actuaciones del Defensor del Pueblo son gratuitas para el interesado y no será preceptiva la asistencia de 
Letrado ni de Procurador. De toda queja se acusará recibo. 

Artículo dieciséis. 

La correspondencia dirigida al Defensor del Pueblo y que sea remitida desde cualquier centro de detención, 
internamiento o custodia de las personas no podrá ser objeto de censura de ningún tipo. 

Tampoco podrán ser objeto de escucha o interferencia las conversaciones que se produzcan entre el Defensor del 
Pueblo o sus delegados y cualquier otra persona de las enumeradas en el apartado anterior. 
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Artículo diecisiete. 

El Defensor del Pueblo registrará y acusará recibo de las quejas que se formulen, que tramitará o rechazará. En este 
último caso lo hará en escrito motivado pudiendo informar al interesado sobre las vías más oportunas para ejercitar su 
acción, caso de que a su entender hubiese alguna y sin perjuicio de que el interesado pueda utilizar las que considere 
más pertinentes. 

El Defensor del Pueblo no entrará en el examen individual de aquellas quejas sobre las que esté pendiente resolución 
judicial y lo suspenderá si, iniciada su actuación, se interpusiere por persona interesada demanda o recurso ante las 
Tribunales ordinarios o el Tribunal Constitucional. Ello no impedirá, sin embargo, la investigación sobre los problemas 
generales planteados en las quejas presentadas. En cualquier caso velará por que la Administración resuelva 
expresamente, en tiempo y forma, las peticiones y recursos que le hayan sido formulados. 

El Defensor del Pueblo rechazará las quejas anónimas y podrá rechazar aquellas en las que advierta mala fe, carencia 
de fundamento, inexistencia de pretensión, así como aquellas otras cuya tramitación irrogue perjuicio al legítimo 
derecho de tercera persona. Sus decisiones no serán susceptibles de recurso. 

Artículo dieciocho. 

 Admitida la queja, el Defensor del Pueblo promoverá la oportuna investigación sumaria e informal para el 
esclarecimiento de los supuestos de la misma. En todo caso dará cuenta del contenido sustancial de la solicitud al 
Organismo o a la Dependencia administrativa procedente con el fin de que por su Jefe en el plazo máximo de quince 
días, se remita informe escrito. Tal plazo será ampliable cuando concurran circunstancias que lo aconsejen a juicio del 
Defensor del Pueblo. 

La negativa o negligencia del funcionario o de sus superiores responsables al envío del informe inicial solicitado podrá 
ser considerada por el Defensor del Pueblo como hostil y entorpecedora de sus funciones, haciéndola pública de 
inmediato y destacando tal calificación en su informe anual o especial, en su caso, a las Cortes Generales. 

3.1.6. Contenido de las resoluciones 

Artículo veintiocho. 

El Defensor del Pueblo, aun no siendo competente para modificar o anular los actos y resoluciones de la Administración 
Pública, podrá, sin embargo, sugerir la modificación de los criterios utilizados para la producción de aquéllos. 

Si como consecuencia de sus investigaciones llegase al convencimiento de que el cumplimiento riguroso de la norma 
puede provocar situaciones injustas o perjudiciales para los administrados, podrá sugerir al órgano legislativo 
competente o a la Administración la modificación de la misma. 

Si las actuaciones se hubiesen realizado con ocasión de servicios prestados por particulares en virtud de acto 
administrativo habilitante, el Defensor del Pueblo podrá instar de las autoridades administrativas competentes el 
ejercicio de sus potestades de inspección y sanción. 

Artículo veintinueve. 

El Defensor del Pueblo está legitimado para interponer los recursos de inconstitucionalidad y de amparo, de acuerdo 
con lo dispuesto en la Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. 

Artículo treinta. 

El Defensor del Pueblo, con ocasión de sus investigaciones, podrá formular a las autoridades y funcionarios de las 
Administraciones Públicas advertencias, recomendaciones, recordatorios de sus deberes legales y sugerencias para 
la adopción de nuevas medidas. En todos los casos, las autoridades y los funcionarios vendrán obligados a responder 
por escrito en término no superior al de un mes. 
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3.1.7. Informe a las Cortes 

Artículo treinta y dos. 

El Defensor del Pueblo dará cuenta anualmente a las Cortes Generales de la gestión realizada en un informe que 
presentará ante las mismas cuando se hallen reunidas en periodo ordinario de sesiones. 

Cuando la gravedad o urgencia de los hechos lo aconsejen podrá presentar un informe extraordinario que dirigirá a las 
Diputaciones Permanentes de las Cámaras si éstas no se encontraran reunidas. 

 Los informes anuales y, en su caso los extraordinarios, serán publicados. 

Artículo treinta y tres. 

El Defensor del Pueblo en su informe anual dará cuenta del número y tipo de quejas presentadas; de aquellas que 
hubiesen sido rechazadas y sus causas, así como de las que fueron objeto de investigación y el resultado de las 
mismas, con especificación de las sugerencias o recomendaciones admitidas por las Administraciones Públicas. 

En el informe no constarán datos personales que permitan la pública identificación de los interesados en el 
procedimiento investigador, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo veinticuatro punto uno. 

El informe contendrá igualmente un anexo, cuyo destinatario serán las Cortes Generales, en el que se hará constar la 
liquidación del presupuesto de la institución en el periodo que corresponda. 

Un resumen del informe será expuesto oralmente por el Defensor del Pueblo ante los Plenos de ambas Cámaras, 
pudiendo intervenir los grupos parlamentarios a efectos de fijar su postura. 

4. TÍTULO VI: Del Poder Judicial 

Artículo 117 

1. La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del poder 
judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley. 

2. Los Jueces y Magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados, sino por alguna de las 
causas y con las garantías previstas en la ley. 

3. El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, 
corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, según las normas de 
competencia y procedimiento que las mismas establezcan. 

4. Los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el apartado anterior y las que 
expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho. 

5. El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los Tribunales. La ley regulará 
el ejercicio de la jurisdicción militar en el ámbito estrictamente castrense y en los supuestos de estado de sitio, de 
acuerdo con los principios de la Constitución. 

6. Se prohíben los Tribunales de excepción. 
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Artículo 118 

Es obligado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y Tribunales, así como prestar la 
colaboración requerida por éstos en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto. 

Artículo 119 

La justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten insuficiencia de 
recursos para litigar. 

Artículo 120 

1. Las actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las leyes de procedimiento. 

2. El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia criminal. 

3. Las sentencias serán siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública. 

Artículo 121 

Los daños causados por error judicial, así como los que sean consecuencia del funcionamiento anormal de la 
Administración de Justicia, darán derecho a una indemnización a cargo del Estado, conforme a la ley. 

Artículo 122 

1. La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcionamiento y gobierno de los Juzgados y 
Tribunales, así como el estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados de carrera, que formarán un Cuerpo único, y del 
personal al servicio de la Administración de Justicia. 

2. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo. La ley orgánica establecerá su estatuto 
y el régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus funciones, en particular en materia de nombramientos, 
ascensos, inspección y régimen disciplinario. 

3. El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y 
por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De éstos, doce entre Jueces y Magistrados 
de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a propuesta del Congreso de 
los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por mayoría de tres quintos de sus 
miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida competencia y con más de quince años de 
ejercicio en su profesión. 

Artículo 123 

1. El Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, 
salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales. 

2. El Presidente del Tribunal Supremo será nombrado por el Rey, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial, 
en la forma que determine la ley. 

Artículo 124 

1. El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, tiene por misión promover la 
acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la 
ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de los Tribunales y procurar ante 
éstos la satisfacción del interés social. 
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2. El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de unidad de 
actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad. 

3. La ley regulará el estatuto orgánico del Ministerio Fiscal. 

4. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo General del 
Poder Judicial. 

Artículo 125 

Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Administración de Justicia mediante la institución 
del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que la ley determine, así como en los Tribunales 
consuetudinarios y tradicionales. 

Artículo 126 

La policía judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de averiguación 
del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la ley establezca. 

Artículo 127 

1. Los Jueces y Magistrados así como los Fiscales, mientras se hallen en activo, no podrán desempeñar otros cargos 
públicos, ni pertenecer a partidos políticos o sindicatos. La ley establecerá el sistema y modalidades de asociación 
profesional de los Jueces, Magistrados y Fiscales. 

2. La ley establecerá el régimen de incompatibilidades de los miembros del poder judicial, que deberá asegurar la total 
independencia de los mismos. 

5. Consejo General del Poder Judicial 

Recordando el artículo 122 de la Constitución Española anteriormente desarrollado, sobre el Consejo General del 
Poder Judicial: 

1. La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcionamiento y gobierno de los Juzgados y 
Tribunales, así como el estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados de carrera, que formarán un Cuerpo único, y del 
personal al servicio de la Administración de Justicia. 

2. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo. La ley orgánica establecerá su estatuto 
y el régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus funciones, en particular en materia de nombramientos, 
ascensos, inspección y régimen disciplinario. 

3. El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y 
por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De éstos, doce entre Jueces y Magistrados 
de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a propuesta del Congreso de 
los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por mayoría de tres quintos de sus 
miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida competencia y con más de quince años de 
ejercicio en su profesión. 
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5.1. Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. 

5.1.1. De los Vocales del Consejo General del Poder Judicial. Designación y sustitución de los 
Vocales 

Artículo 566. 

El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por 
veinte Vocales, de los cuales doce serán Jueces o Magistrados en servicio activo en la carrera judicial y ocho juristas 
de reconocida competencia. 

Artículo 567. 

1. Las veinte personas Vocales del Consejo General del Poder Judicial serán designadas por las Cortes Generales 
del modo establecido en la Constitución y en la presente Ley Orgánica, atendiendo al principio de presencia equilibrada 
de mujeres y hombres. 

2. Cada una de las Cámaras elegirá, por mayoría de tres quintos de sus miembros, a diez Vocales, cuatro entre juristas 
de reconocida competencia con más de quince años de ejercicio en su profesión y seis correspondientes al turno 
judicial, conforme a lo previsto en el Capítulo II del presente Título. En dicha elección, cada una de las Cámaras 
garantizará el principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres de forma que entre las diez personas vocales 
se incluya como mínimo un cuarenta por ciento de cada uno de los sexos. 

Antes de su elección, los candidatos deberán comparecer ante la Comisión de nombramientos de la correspondiente 
Cámara, a los efectos de que se evalúen los méritos que acrediten su reconocido prestigio y su idoneidad. Los 
candidatos acompañarán una memoria de méritos y objetivos. Dichas comparecencias se efectuarán en términos que 
garanticen la igualdad y tendrán lugar en audiencia pública. 

3. Podrán ser elegidos por el turno de juristas de reconocida competencia quienes tengan más de quince años de 
experiencia en cualquiera de las profesiones jurídicas y acrediten méritos destacados en su ejercicio. No podrán ser 
elegidos por este turno quienes sean miembros de la carrera judicial, salvo que se encuentren en situación 
administrativa distinta a la del servicio activo al menos durante el año anterior a su elección. Tampoco podrán ser 
elegidos por este turno quienes, en los cinco años anteriores: 

a) hayan sido nombrados titulares de un Ministerio o de una Secretaría de Estado o de una Consejería de un Gobierno 
autonómico, o elegidos titulares de una Presidencia de Corporación local; o 

b) hayan tenido la condición de diputado, senador, o miembro del Parlamento Europeo o de una Asamblea legislativa 
de una Comunidad Autónoma. 

4. Las Cámaras designarán, asimismo, tres suplentes para cada uno de los turnos por los que se puede acceder a la 
designación como Vocal, fijándose el orden por el que deba procederse en caso de sustitución. 

5. En ningún caso podrá recaer la designación de Vocales del Consejo General del Poder Judicial en Vocales del 
Consejo saliente. 

6. El cómputo de los plazos en los procedimientos de designación de Vocales del Consejo General del Poder Judicial 
y de elección del Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, así como del 
Vicepresidente del Tribunal Supremo, se realizará por días hábiles cuando el plazo se señale por días, empezando a 
computarse desde el día siguiente, y de fecha a fecha cuando se fije en meses o años. Cuando en el mes del 
vencimiento no hubiera día equivalente al inicial del cómputo se entenderá que el plazo expira el último del mes. 
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Artículo 568. 

1. El Consejo General del Poder Judicial se renovará en su totalidad cada cinco años, contados desde la fecha de su 
constitución. Los Presidentes del Congreso de los Diputados y del Senado deberán adoptar las medidas necesarias 
para que la renovación del Consejo se produzca en plazo. 

2. A tal efecto, y a fin de que las Cámaras puedan dar comienzo al proceso de renovación del Consejo, cuatro meses 
antes de la expiración del mencionado plazo, el Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder 
Judicial dispondrá: 

a) la remisión a los Presidentes del Congreso de los Diputados y del Senado de los datos del escalafón y del Registro 
de Asociaciones judiciales obrantes en dicha fecha en el Consejo. 

b) la apertura del plazo de presentación de candidaturas para la designación de los Vocales correspondientes al turno 
judicial. 

El Presidente del Tribunal Supremo dará cuenta al Pleno del Consejo General del Poder Judicial de los referidos actos 
en la primera sesión ordinaria que se celebre tras su realización. 

Artículo 569. 

1. Los Vocales del Consejo General del Poder Judicial serán nombrados por el Rey mediante Real Decreto, tomarán 
posesión de su cargo prestando juramento o promesa ante el Rey y celebrarán a continuación su sesión constitutiva. 

2. La toma de posesión y la sesión constitutiva tendrán lugar dentro de los cinco días posteriores a la expiración del 
anterior Consejo, salvo en el supuesto previsto en el artículo 570.2 de esta Ley Orgánica. 

5.1.2. Del Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial y del 
Vicepresidente del Tribunal Supremo 

Artículo 585. 

El Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial es la primera autoridad judicial de la 
Nación y ostenta la representación del Poder Judicial y del órgano de gobierno del mismo, correspondiéndole el 
tratamiento y los honores inherentes a tal condición. 

Artículo 586. 

1. Para ser elegido Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, será necesario ser 
miembro de la carrera judicial con la categoría de Magistrado del Tribunal Supremo y reunir las condiciones exigidas 
para ser Presidente de Sala del mismo, o bien ser un jurista de reconocida competencia con más de veinticinco años 
de antigüedad en el ejercicio de su profesión. 

Artículo 589. 

1. En el primer Pleno ordinario del Consejo General del Poder Judicial posterior a la elección del Presidente del Tribunal 
Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, se deberá elegir al Vicepresidente del Tribunal Supremo. 

2. El Vicepresidente del Tribunal Supremo será nombrado, por mayoría de tres quintos del Pleno del Consejo General 
del Poder Judicial, a propuesta del Presidente. Para figurar en la propuesta será preciso tener la categoría de 
Magistrado del Tribunal Supremo, estar en servicio activo y tener los requisitos para ser Presidente de Sala del mismo. 
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3. La propuesta realizada por el Presidente del Tribunal Supremo deberá comunicarse a los Vocales al menos con 
siete días de antelación, y se hará pública. 

4. De no alcanzarse mayoría absoluta en la votación, el Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del 
Poder Judicial deberá efectuar una nueva propuesta de Vicepresidente. 

5. El Vicepresidente del Tribunal Supremo podrá ser cesado por el Pleno del Consejo General del Poder Judicial por 
causa justificada, con el voto favorable de tres quintos de los miembros del Pleno. 

Artículo 598. 

Corresponde a la Presidencia del Consejo General del Poder Judicial: 

1.ª Ostentar la representación del Consejo General del Poder Judicial. 

2.ª Convocar y presidir las sesiones del Pleno y de la Comisión Permanente, decidiendo los empates con voto de 
calidad. 

3.ª Fijar el orden del día de las sesiones del Pleno y de la Comisión Permanente. 

4.ª Proponer al Pleno y a la Comisión Permanente las cuestiones que estime oportunas en materia de la competencia 
de éstos. 

5.ª Proponer el nombramiento de ponencias para preparar la resolución o despacho de un asunto. 

6.ª Autorizar con su firma los acuerdos del Pleno y de la Comisión Permanente. 

7.ª Ejercer la superior dirección de las actividades de los órganos técnicos del Consejo General del Poder Judicial. 

8.ª Dirigir la comunicación institucional. 

9.ª Realizar la propuesta del Magistrado, de las Salas Segunda o Tercera del Tribunal Supremo, competente para 
conocer de la autorización de las actividades del Centro Nacional de Inteligencia que afecten a los derechos 
fundamentales reconocidos en el artículo 18.2 y 3 de la Constitución, así como del Magistrado de dichas Salas del 
Tribunal Supremo que le sustituya en caso de vacancia, ausencia o imposibilidad. 

10.ª Nombrar y cesar al Director del Gabinete de la Presidencia y al Director de la Oficina de Comunicación, así como 
al personal eventual al servicio del Presidente. 

11.ª Proponer al Pleno el nombramiento del Vicepresidente del Tribunal Supremo, del Secretario General y del 
Vicesecretario General, así como, en los dos últimos casos, acordar su cese. 

12.ª Podrá encargar cometidos a vocales concretos o a grupos de trabajo siempre que este encargo no tenga carácter 
permanente ni indefinido. 

13.ª Las demás previstas en la presente Ley Orgánica. 

Artículo 598 bis. 

Cuando el Consejo General del Poder Judicial se encuentre en funciones, según lo previsto en el artículo 570.2, su 
Presidencia no podrá acordar el cese del Secretario General ni del Vicesecretario General del Consejo General del 
Poder Judicial. 
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5.1.3. El Pleno 

Artículo 599. 

1. El Pleno conocerá de las siguientes materias: 

1.ª La propuesta de nombramiento, por mayoría de tres quintos, de los dos Magistrados del Tribunal Constitucional 
cuya designación corresponde al Consejo General del Poder Judicial, que tendrá que realizarse en el plazo máximo 
de tres meses a contar desde el día siguiente al vencimiento del mandato anterior. 

2.ª La propuesta de nombramiento, en los términos previstos por esta Ley Orgánica, del Presidente del Tribunal 
Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, así como la emisión del informe previo sobre el nombramiento del 
Fiscal General del Estado. 

3.ª El nombramiento, en los términos previstos por esta Ley Orgánica, del Vicepresidente del Tribunal Supremo, del 
Secretario General y del Vicesecretario General del Consejo General del Poder Judicial. 

4.ª Todos los nombramientos o propuestas de nombramientos y promociones que impliquen algún margen de 
discrecionalidad o apreciación de méritos. En estos nombramientos se garantizará el principio de presencia equilibrada 
de mujeres y hombres, de tal manera que las personas de cada sexo no superen el sesenta por ciento ni sean menos 
del cuarenta por ciento. 

5.ª La interposición del conflicto de atribuciones entre órganos constitucionales del Estado. 

6.ª La elección y nombramiento de los Vocales componentes de las diferentes Comisiones. 

7.ª El ejercicio de la potestad reglamentaria en los términos previstos en esta Ley. 

8.ª La aprobación del Presupuesto del Consejo General del Poder Judicial y la recepción de la rendición de cuentas 
de su ejecución. 

9.ª La aprobación de la Memoria anual. 

10.ª La resolución de aquellos expedientes disciplinarios en los que la propuesta de sanción consista en la separación 
de la carrera judicial. 

11.ª La resolución de los recursos de alzada interpuestos contra los acuerdos sancionadores de la Comisión 
Disciplinaria y los que se interpongan contra los de la Comisión Permanente. 

12.ª La aprobación de los informes sobre los anteproyectos de ley o de disposiciones generales que se sometan a su 
dictamen por el Gobierno o las Cámaras legislativas y las Comunidades Autónomas. 

13.ª Las demás que le atribuye esta Ley, las que no estén conferidas a otros órganos del Consejo y aquellos asuntos 
que, por razones excepcionales, acuerde recabar para sí. 

2. El Pleno designará un máximo de dos Vocales por cada Comunidad Autónoma para que, sin perjuicio de las 
competencias de los respectivos Tribunales Superiores de Justicia, sirvan de cauce de interlocución entre las 
instituciones y autoridades del territorio y el Consejo General del Poder Judicial. 
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3. El Pleno podrá crear otras Comisiones, además de las enumeradas en el artículo 595.2, por una mayoría de tres 
quintos de los vocales. Estarán formadas por cinco Vocales, de los cuales, tres serán del turno judicial y dos del turno 
de juristas de reconocida competencia. 

 

Artículo 600. 

1. El Pleno se reunirá en sesión ordinaria, a convocatoria del Presidente, una vez al mes. 

2. Deberá celebrarse sesión extraordinaria si lo considerare oportuno el Presidente o si lo solicitaren cinco Vocales, 
para el ejercicio de alguna de las competencias referidas en el artículo anterior. De igual forma, deberá celebrarse 
sesión extraordinaria si así fuese necesario para dar cumplimiento en plazo a alguna de las competencias atribuidas 
al Pleno. 

3. En la sesión en la que se tenga que proceder a la elección del Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial será necesaria, para la válida constitución del Pleno, al menos la presencia de doce de sus 
miembros. 

4. En los demás casos, para la válida constitución del Pleno será siempre necesaria, como mínimo, la presencia de 
diez Vocales y el Presidente. 

5.1.4. La Comisión Permanente 

Artículo 601. 

1. El Pleno del Consejo General del Poder Judicial elegirá anualmente a los Vocales de la Comisión Permanente. 

2. La Comisión Permanente estará compuesta por el Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder 
Judicial, que la presidirá, y otros siete Vocales: cuatro de los nombrados por el turno judicial y tres de los designados 
por el turno de juristas de reconocida competencia. Los Vocales de ambos turnos se renovarán anualmente a fin de 
que, salvo renuncia expresa, todos los Vocales formen parte de aquella, al menos durante un año, a lo largo del 
mandato del Consejo. 

3. El Consejo General del Poder Judicial determinará, en el Reglamento de Organización y Funcionamiento, los casos 
y la forma en que, por razones de transitoria imposibilidad o ausencia justificada a las sesiones de la Comisión 
Permanente, deba procederse a la sustitución de los Vocales titulares por otros Vocales, a fin de garantizar la correcta 
composición y el adecuado funcionamiento de dicha Comisión. 

Artículo 602. 

1. A la Comisión Permanente compete: 

a) Preparar las sesiones del Pleno de conformidad con el plan de trabajo y las directrices que este establezca. 

b) Velar por la exacta ejecución de los acuerdos del Pleno del Consejo. 

c) Decidir aquellos nombramientos de jueces y magistrados que, por tener carácter íntegramente reglado, no sean de 
la competencia del Pleno, acordar la jubilación forzosa por edad de los mismos y resolver sobre su situación 
administrativa. 
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d) Informar, en todo caso, sobre los nombramientos de jueces y magistrados de la competencia del Pleno, que deberá 
fundarse en criterios objetivos y suficientemente valorados y detallados, y tener en cuenta el principio de presencia 
equilibrada de mujeres y hombres. Para la adecuada formación de los criterios de calificación de los jueces y 
magistrados, la Comisión podrá recabar información de los distintos órganos del Poder Judicial. 

e) Resolver sobre la concesión de licencias a los jueces y magistrados, en los casos previstos por la ley. 

f) Preparar los informes sobre los anteproyectos de ley o disposiciones generales que se hayan de someter a la 
aprobación del Pleno. 

g) Autorizar el escalafón de la Carrera Judicial. 

h) Ejercer cuantas competencias le sean delegadas por el Pleno o le fueren atribuidas por la ley. 

2. Los acuerdos de la Comisión Permanente son recurribles en alzada ante el Pleno. 

5.1.5. La Comisión Disciplinaria y el Promotor de la Acción Disciplinaria 

Artículo 603. 

1. El Pleno elegirá a los Vocales integrantes de la Comisión Disciplinaria, cuyo mandato, salvo las sustituciones que 
procedan, será de cinco años. 

2. La Comisión Disciplinaria estará compuesta por siete Vocales: cuatro del turno judicial y tres del turno de juristas de 
reconocida competencia. 

3. La Comisión Disciplinaria deberá actuar con la asistencia de todos sus componentes y bajo la presidencia del Vocal 
de origen judicial con mayor categoría y antigüedad. 

4. En caso de transitoria imposibilidad o ausencia justificada de alguno de sus componentes, la Comisión Permanente 
procederá a su sustitución por otro Vocal de idéntica procedencia. 

Artículo 604. 

1. A la Comisión Disciplinaria compete resolver los expedientes disciplinarios incoados por infracciones graves y muy 
graves e imponer, en su caso, las sanciones que correspondan a Jueces y Magistrados, con la sola excepción de 
aquellos supuestos en que la sanción propuesta fuere de separación del servicio. 

2. Los acuerdos sancionadores de la Comisión Disciplinaria a los que se refiere el número anterior serán recurribles, 
en el plazo de un mes, en alzada ante el Pleno. 

3. La Comisión Disciplinaria conocerá igualmente de los recursos de alzada interpuestos contra las resoluciones 
sancionadoras de los órganos de gobierno interno de los Tribunales. 

Artículo 605. 

La recepción de quejas sobre el funcionamiento de los órganos judiciales, la recepción de denuncias, así como la 
iniciación e instrucción de expedientes disciplinarios y la presentación de los cargos ante la Comisión Disciplinaria 
corresponden al Promotor de la Acción Disciplinaria. 



 

 

60 

 

5.1.6. La Comisión de Asuntos Económicos 

Artículo 609. 

1. El Pleno del Consejo General del Poder Judicial elegirá anualmente a los Vocales integrantes de la Comisión de 
Asuntos Económicos y, de entre ellos, designará a su Presidente. 

2. La Comisión de Asuntos Económicos estará integrada por tres Vocales. 

3. La Comisión de Asuntos Económicos deberá actuar con la asistencia de todos sus componentes. 

4. Corresponde a la Comisión de Asuntos Económicos la realización de estudios y proyectos de carácter económico y 
financiero que le sean encomendados por el Pleno del Consejo, el control de la actividad financiera y contable de la 
gerencia y aquellas otras que resulten necesarias para el correcto desempeño de las funciones del Consejo General 
del Poder Judicial en materia económica. 

5. Asimismo, la Comisión Permanente podrá delegar en la Comisión de Asuntos Económicos la elaboración del 
borrador de proyecto del presupuesto anual del Consejo, cuya aprobación corresponderá, en todo caso, a la Comisión 
Permanente antes de su elevación al Pleno. 

5.1.7. La Comisión de Igualdad 

Artículo 610. 

1. El Pleno del Consejo General del Poder Judicial elegirá anualmente, de entre sus Vocales, y atendiendo al principio 
de presencia equilibrada entre mujeres y hombres, a los componentes de la Comisión de Igualdad y designará, entre 
ellos, a su Presidente. 

2. La Comisión de Igualdad estará integrada por tres Vocales. 

3. La Comisión de Igualdad deberá actuar con la asistencia de todos sus componentes. En caso de transitoria 
imposibilidad o ausencia justificada de alguno de los miembros, se procederá a su sustitución por otro Vocal del 
Consejo General del Poder Judicial, preferentemente del mismo sexo, que será designado por la Comisión 
Permanente. 

4. Corresponderá a la Comisión de Igualdad asesorar al Pleno sobre las medidas necesarias o convenientes para 
integrar activamente el principio de igualdad entre mujeres y hombres en el ejercicio de las atribuciones del Consejo 
General del Poder Judicial y, en particular, le corresponderá elaborar los informes previos sobre impacto de género de 
los Reglamentos y proponer medidas para mejorar los parámetros de igualdad en la carrera judicial. 

5. Asimismo corresponderá a la Comisión de Igualdad el estudio y seguimiento de la respuesta judicial en materia de 
violencia doméstica y de género, sirviéndose para ello del Observatorio contra la Violencia Doméstica y de Género o 
de cualquier otro instrumento que se pueda establecer a estos efectos. 
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5.1.8. La Comisión de Calificación 

Artículo 610 bis. 

1. El Pleno del Consejo General del Poder Judicial elegirá anualmente, de entre sus Vocales, a los componentes de la 
Comisión de Calificación y designará, entre ellos, a su Presidente. 

2. La Comisión de Calificación estará integrada por cinco Vocales, tres del turno judicial y dos del turno de juristas. 

3. Corresponde a la Comisión de Calificación informar, en todo caso, sobre los nombramientos de la competencia del 
Pleno, garantizando una valoración objetiva de los candidatos basada en su trayectoria profesional. 

4. Para la adecuada formación de los criterios de calificación de los Jueces y Magistrados, la Comisión: 

a) Recabará la información que precise de los distintos órganos del Poder Judicial. 

b) Recabará de las Salas de Gobierno de los distintos órganos jurisdiccionales a los que los candidatos estuvieran 
adscritos un informe anual, que deberá fundarse en criterios objetivos y suficientemente valorados y detallados. 

Artículo 610 ter. 

1. El Pleno del Consejo General del Poder Judicial elegirá de entre sus Vocales a los integrantes de la Comisión de 
Supervisión y Control de Protección de Datos por un mandato de cinco años y designará, entre ellos, a su Presidente 
o Presidenta. 

2. La Comisión de Supervisión y Control de Protección de Datos estará integrada por tres Vocales, dos de ellos del 
turno judicial y uno de ellos del turno de juristas de reconocida competencia. 

3. La Comisión de Supervisión y Control de Protección de Datos deberá actuar con la asistencia de todos sus 
componentes. 

4. Corresponderá a la Comisión de Supervisión y Control de Protección de Datos el ejercicio de las funciones previstas 
en el artículo 236 octies en relación con los tratamientos de datos personales con fines jurisdiccionales realizados por 
tribunales.  Sus acuerdos agotarán la vía administrativa y contra ellos cabrá interponer recurso contencioso-
administrativo ante la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo. El conocimiento de estos recursos 
corresponderá a la sección prevista en el artículo 638.2. 

5. Los Vocales integrantes de la Comisión estarán sujetos al deber de secreto profesional, tanto durante su mandato 
como después del mismo, con relación a las informaciones confidenciales de las que hayan tenido conocimiento en el 
cumplimiento de sus funciones. 

 

5.1.9. Del régimen de los actos del Consejo General del Poder Judicial 

Artículo 629. 

Las deliberaciones de los órganos del Consejo General del Poder Judicial tendrán carácter reservado, debiendo sus 
componentes guardar secreto de las mismas. 

Artículo 630. 

1. Los acuerdos de los órganos colegiados del Consejo General del Poder Judicial serán adoptados por mayoría 
absoluta de los miembros presentes, salvo cuando esta Ley Orgánica disponga otra cosa o cuando se trate del 
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nombramiento de Presidentes de Sala y Magistrados del Tribunal Supremo, Presidente de la Audiencia Nacional y 
Presidentes de los Tribunales Superiores de Justicia en cuyo caso se requerirá una mayoría de tres quintos de los 
miembros presentes. Quien preside tendrá voto de calidad en caso de empate. 

2. Los Vocales tienen el deber inexcusable de asistir, participar y emitir voto válido sobre todas las cuestiones a decidir 
por el Pleno y las Comisiones. Solo podrán abstenerse en los supuestos en que concurra causa legal para ello. 
Asimismo, únicamente podrán emitir voto en blanco cuando la naturaleza del acuerdo lo permita y en ningún caso 
podrán hacerlo en materia disciplinaria y en las decisiones sobre recursos. 

3. La votación será siempre nominal y no tendrá carácter secreto, recogiéndose su resultado en el acta. Los Vocales 
tienen derecho a conocer las actas. 

4. Para el adecuado ejercicio de sus atribuciones podrán los Vocales solicitar a la Comisión Permanente la entrega de 
documentación sobre actividades específicas del Consejo. Dicha Comisión acordará la extensión y límites de la 
documentación que deba entregarse en atención a la naturaleza de la petición 

6. El Tribunal Supremo 

De acuerdo al artículo 123 de la Constitución Española, el Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el 
órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales. 

El Presidente del Tribunal Supremo será nombrado por el Rey, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial, 
en la forma que determine la ley. 

Artículo 53. 

El Tribunal Supremo, con sede en la villa de Madrid, es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo lo 
dispuesto en materia de garantías Constitucionales. Tendrá jurisdicción en toda España y ningún otro podrá tener el 
título de Supremo. 

Artículo 54. 

El Tribunal Supremo se compondrá de su Presidente, de los Presidentes de Sala y los Magistrados que determine la 
ley para cada una de las Salas y, en su caso, Secciones en que las mismas puedan articularse. 

Artículo 55. 

El Tribunal Supremo estará integrado por las siguientes Salas: 

Primera: De lo Civil. 

Segunda: De lo Penal. 

Tercera: De lo Contencioso-Administrativo. 

Cuarta: De lo Social. 

Quinta: De lo Militar, que se regirá por su legislación específica y supletoriamente por la presente Ley y por el 
ordenamiento común a las demás Salas del Tribunal Supremo. 
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Artículo 55 bis. 

Además de las competencias atribuidas a las Salas de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Supremo en los artículos 56 
y 57, dichas Salas conocerán de la tramitación y enjuiciamiento de las acciones civiles y penales, respectivamente, 
dirigidas contra la Reina consorte o el consorte de la Reina, la Princesa o Príncipe de Asturias y su consorte, así como 
contra el Rey o Reina que hubiere abdicado y su consorte. 

Artículo 56. 

La Sala de lo Civil del Tribunal Supremo conocerá: 

1.º De los recursos de casación, revisión y otros extraordinarios en materia civil que establezca la ley. 

2.º De las demandas de responsabilidad civil por hechos realizados en el ejercicio de su cargo, dirigidas contra el 
Presidente del Gobierno, Presidentes del Congreso y del Senado, Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, Presidente del Tribunal Constitucional, miembros del Gobierno, Diputados y Senadores, 
Vocales del Consejo General del Poder Judicial, Magistrados del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, 
Presidentes de la Audiencia Nacional y de cualquiera de sus Salas y de los Tribunales Superiores de Justicia, Fiscal 
General del Estado, Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, Presidente y Consejeros del Tribunal de Cuentas, 
Presidente y Consejeros del Consejo de Estado, Defensor del Pueblo y Presidente y Consejeros de una Comunidad 
Autónoma, cuando así lo determinen su Estatuto de Autonomía. 

3.º De las demandas de responsabilidad civil dirigidas contra Magistrados de la Audiencia Nacional o de los Tribunales 
Superiores de Justicia por hechos realizados en el ejercicio de sus cargos. 

Artículo 57. 

1. La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo conocerá: 

1.º De los recursos de casación, revisión y otros extraordinarios en materia penal que establezca la ley. 

2.º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra el Presidente del Gobierno, Presidentes del Congreso y del 
Senado, Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, Presidente del Tribunal 
Constitucional, miembros del Gobierno, Diputados y Senadores, Vocales del Consejo General del Poder Judicial, 
Magistrados del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, Presidente de la Audiencia Nacional y de cualquiera 
de sus Salas y de los Tribunales Superiores de Justicia, Fiscal General del Estado, Fiscales de Sala del Tribunal 
Supremo, Fiscal Europeo, Presidente y Consejeros del Tribunal de Cuentas, Presidente y Consejeros del Consejo de 
Estado y Defensor del Pueblo, así como de las causas que, en su caso, determinen los Estatutos de Autonomía. 

3.º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra Magistrados de la Audiencia Nacional, de un Tribunal 
Superior de Justicia o de los Fiscales europeos delegados. 

4.º De los demás asuntos que le atribuya esta Ley. 

5.º De los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes. 

2. En las causas a que se refieren los números segundo y tercero del párrafo anterior se designará de entre los 
miembros de la Sala, conforme a un turno preestablecido, un instructor, que no formará parte de la misma para 
enjuiciarlas. 

3. En las causas por delitos atribuidos a la Fiscalía Europea, contra las personas a las que se refieren los números 2.º 
y 3.º del apartado 1, se designará de entre los miembros de la Sala, conforme a un turno preestablecido, un Juez de 
garantías, que no formará parte de la misma para enjuiciarlas. 
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Artículo 58. 

La Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo conocerá: 

En única instancia, de los recursos contencioso-administrativos contra actos y disposiciones del Consejo de Ministros, 
de las Comisiones Delegadas del Gobierno y del Consejo General del Poder Judicial y contra los actos y disposiciones 
de los órganos competentes del Congreso de los Diputados y del Senado, del Tribunal Constitucional, del Tribunal de 
Cuentas y del Defensor del Pueblo en los términos y materias que la Ley establezca y de aquellos otros recursos que 
excepcionalmente le atribuya la ley. 

De los recursos de casación y revisión en los términos que establezca la ley. 

De la solicitud de autorización para la declaración prevista en la disposición adicional quinta de la Ley Orgánica 3/2018, 
de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, cuando tal solicitud sea 
formulada por el Consejo General del Poder Judicial. 

De la solicitud del Gobierno prevista en el artículo cuarto de la Ley 11/2022, de 28 de junio, General de 
Telecomunicaciones, para la convalidación o revocación de los acuerdos de asunción o intervención de la gestión 
directa del servicio o los de intervención o explotación de redes. 

Artículo 59. 

La Sala de lo Social del Tribunal Supremo conocerá de los recursos de casación y revisión y otros extraordinarios que 
establezca la ley en materias propias de este orden jurisdiccional. 

Artículo 60. 

1. Conocerá además cada una de las Salas del Tribunal Supremo de las recusaciones que se interpusieren contra los 
Magistrados que las compongan, y de las cuestiones de competencia entre Juzgados o Tribunales del propio orden 
jurisdiccional que no tengan otro superior común. 

2. A estos efectos, los Magistrados recusados no formarán parte de la Sala. 

Artículo 61. 

1. Una Sala formada por el Presidente del Tribunal Supremo, los Presidentes de Sala y el Magistrado más antiguo y 
el más moderno de cada una de ellas conocerá: 

1.º De los recursos de revisión contra las sentencias dictadas en única instancia por la Sala de lo Contencioso-
Administrativo de dicho Tribunal. 

2.º De los incidentes de recusación del Presidente del Tribunal Supremo, o de los Presidentes de Sala, o de más de 
dos Magistrados de una Sala. En este caso, los afectados directamente por la recusación serán sustituidos por quienes 
corresponda. 

3.º De las demandas de responsabilidad civil que se dirijan contra los Presidentes de Sala o contra todos o la mayor 
parte de los Magistrados de una Sala de dicho Tribunal por hechos realizados en el ejercicio de su cargo. 

4.º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra los Presidentes de Sala o contra los Magistrados de una 
Sala, cuando sean Juzgados todos o la mayor parte de los que la constituyen. 

5.º Del conocimiento de las pretensiones de declaración de error judicial cuando éste se impute a una Sala del Tribunal 
Supremo. 
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6.º De los procesos de declaración de ilegalidad y consecuente disolución de los partidos políticos, conforme a lo 
dispuesto en la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos. 

2. En las causas a que se refiere el número 4 del apartado anterior se designará de entre los miembros de la Sala, 
conforme a un turno preestablecido, un instructor que no formará parte de la misma para enjuiciarlos. 

En las causas por delitos atribuidos a la Fiscalía Europea, se designará de entre los miembros de la Sala, conforme a 
un turno preestablecido, un Juez de garantías que no formará parte de la misma para enjuiciarlas. 

3. Una Sección, formada por el Presidente del Tribunal Supremo, el de la Sala de lo Contencioso-administrativo y cinco 
Magistrados de esta misma Sala, que serán los dos más antiguos y los tres más modernos, conocerá del recurso de 
casación para la unificación de doctrina cuando la contradicción se produzca entre sentencias dictadas en única 
instancia por Secciones distintas de dicha Sala. 

Artículo 61 bis. 

1. Al servicio del Tribunal Supremo existirá un Gabinete Técnico, que asistirá a la Presidencia y a sus diferentes Salas 
en los procesos de admisión de los asuntos de que conozcan y mediante la elaboración de estudios e informes que se 
le soliciten. También prestará apoyo a las Salas especiales en el despacho de asuntos que les estén atribuidos. 

2. El Gabinete Técnico estará integrado por un Director y por miembros de la Carrera judicial y otros juristas que 
ostentarán la denominación de Letrados del Gabinete Técnico. 

3. A los efectos anteriores, en el Gabinete Técnico existirán tantas áreas como órdenes jurisdiccionales. Dentro de 
cada área podrá existir una sección de Admisión y otra sección de Estudios e Informes. En la Sala Quinta de lo Militar 
podrá haber un Letrado del Gabinete Técnico. 

Los Letrados prestarán sus servicios en las diferentes áreas atendiendo a su especialización profesional. 

4. En cada una de las áreas habrá uno o varios Letrados del Gabinete Técnico que asuman funciones de coordinación 
de los miembros del Gabinete que formen parte de la misma. Serán designados por el Presidente del Tribunal 
Supremo, preferentemente de entre los Letrados que pertenezcan a la Carrera Judicial, y deberán tener una antigüedad 
mínima de diez años en el ejercicio de su respectiva profesión. 

5. El Ministerio de Justicia, oída la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo y previo informe del Consejo General del 
Poder Judicial e informe favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, determinará la composición 
y plantilla del Gabinete Técnico. 

Excepcionalmente, por razones coyunturales y debidamente justificadas, a propuesta del Consejo General del Poder 
Judicial y oída la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo, podrá el Ministerio de Justicia adscribir temporalmente, con 
el límite máximo de un año, un número adicional de miembros al servicio del Gabinete Técnico. 

Artículo 61 ter. 

La superior dirección del Gabinete Técnico será ejercida por el Presidente del Tribunal Supremo o, en caso de 
delegación de éste, por el Vicepresidente del Tribunal Supremo. 

Artículo 61 quáter. 

1. El Pleno del Consejo General del Poder Judicial nombrará al Director del Gabinete Técnico, a propuesta vinculante 
del Presidente del Tribunal Supremo, debiendo acreditar los requisitos legalmente exigidos para poder acceder a la 
categoría de Magistrado del Tribunal Supremo, teniendo dicha consideración, a efectos representativos, mientras 
desempeñe el cargo. 
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7. Organización Judicial Española 

Artículo 26 

Los Tribunales a los que se atribuye el ejercicio de la potestad jurisdiccional son los siguientes: 

a) Jueces y juezas de paz. 

b) Tribunales de Instancia. 

c) Audiencias Provinciales. 

d) Tribunales Superiores de Justicia 

e) Tribunal Central de Instancia. 

f) Audiencia Nacional. 

g) Tribunal Supremo. 

Artículo 30. 

El Estado se organiza territorialmente, a efectos judiciales, en Municipios, Partidos, Provincias y Comunidades 
Autónomas. 

7.1. Órganos colegiados 

7.1.1. Del Tribunal Supremo 

Artículo 53. 

El Tribunal Supremo, con sede en la villa de Madrid, es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo lo 
dispuesto en materia de garantías Constitucionales. Tendrá jurisdicción en toda España y ningún otro podrá tener el 
título de Supremo. 

Artículo 54. 

El Tribunal Supremo se compondrá de su Presidente, de los Presidentes de Sala y los Magistrados que determine la 
ley para cada una de las Salas y, en su caso, Secciones en que las mismas puedan articularse. 

Artículo 55. 

El Tribunal Supremo estará integrado por las siguientes Salas: 

Primera: De lo Civil. 

Segunda: De lo Penal. 

Tercera: De lo Contencioso-Administrativo. 

Cuarta: De lo Social. 

Quinta: De lo Militar, que se regirá por su legislación específica y supletoriamente por la presente Ley y por el 
ordenamiento común a las demás Salas del Tribunal Supremo. 
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7.1.2. De la Audiencia Nacional 

Artículo 62. 

La Audiencia Nacional, con sede en la villa de Madrid, tiene jurisdicción en toda España. 

Artículo 63. 

1. La Audiencia Nacional se compondrá de su Presidente, los Presidentes de Sala y los magistrados que determine la 
ley para cada una de sus Salas y Secciones. 

2. El Presidente de la Audiencia Nacional, que tendrá la consideración de Presidente de Sala del Tribunal Supremo, 
es el Presidente nato de todas sus Salas. 

Artículo 64. 

1. La Audiencia Nacional estará integrada por las siguientes Salas: 

De Apelación. 

De lo Penal. 

De lo Contencioso-Administrativo. 

De lo Social. 

2. En el caso de que el número de asuntos lo aconseje, podrán crearse dos o más Secciones dentro de una Sala.  

7.1.3. De los Tribunales Superiores de Justicia 

Artículo 70. 

El Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma culminará la organización judicial en el ámbito territorial 
de aquélla, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo. 

Artículo 72. 

1. El Tribunal Superior de Justicia estará integrado por las siguientes Salas: de lo Civil y Penal, de lo Contencioso-
Administrativo y de lo Social. 

2. Se compondrá de un Presidente, que lo será también de su Sala de lo Civil y Penal, y tendrá la consideración de 
Magistrado del Tribunal Supremo mientras desempeñe el cargo; de los Presidentes de Sala y de los Magistrados que 
determine la ley para cada una de las Salas y, en su caso, de las Secciones que puedan dentro de ellas crearse. 

7.1.4. De las Audiencias Provinciales 

Artículo 80. 

1. Las Audiencias Provinciales, que tendrán su sede en la capital de la provincia, de la que tomarán su nombre, 
extenderán su jurisdicción a toda ella, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 82. 

2. Podrán crearse Secciones de la Audiencia Provincial fuera de la capital de la provincia, a las que quedarán adscritos 
uno o varios partidos judiciales. 
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Artículo 82 

3. Asimismo, la Sección o Secciones de la Audiencia Provincial de Alicante especializadas en materia mercantil 
conocerán, además, en segunda instancia y de forma exclusiva, de todos aquellos recursos a los que se refiere el 
artículo 133 del Reglamento (UE) 2017/1001 del Parlamento Europeo y del Consejo de 14 de junio de 2017 sobre la 
marca de la Unión Europea y el Reglamento (CE) n.º 6/2002, del Consejo, de 12 de diciembre de 2001, sobre los 
dibujos y modelos comunitarios. En el ejercicio de esta competencia extenderán su jurisdicción a todo el territorio 
nacional, y a estos solos efectos se denominarán Tribunales de Marca de la Unión Europea. 

7.1.5. De los Tribunales de Instancia y del Tribunal Central de Instancia 

Artículo 84 

1. Habrá un Tribunal de Instancia en cada partido judicial, con sede en su capital, de la que tomará su nombre. 

2. Los Tribunales de Instancia estarán integrados por una Sección Única, de Civil y de Instrucción. En los supuestos 
determinados por la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y de Planta Judicial, el Tribunal de Instancia 
se integrará por una Sección Civil y otra Sección de Instrucción. 

Además de las anteriores, los Tribunales de Instancia podrán estar integrados por alguna o varias de las siguientes 
Secciones: 

a) De Familia, Infancia y Capacidad. 

b) De lo Mercantil. 

c) De Violencia sobre la Mujer. 

d) De Violencia contra la Infancia y la Adolescencia. 

e) De lo Penal. 

f) De Menores. 

g) De Vigilancia Penitenciaria. 

h) De lo Contencioso-Administrativo. 

i) De lo Social. 

3. Cada Tribunal de Instancia contará con una Presidencia.  Las Secciones del Tribunal de Instancia contarán con 
una Presidencia de Sección cuando concurran las siguientes circunstancias: 

a) Que en el Tribunal de Instancia hubiere dos o más Secciones. 

b) Que en la Sección de que se trate existan ocho o más plazas judiciales. 

c) Que el número total de plazas judiciales del Tribunal de Instancia sea igual o superior a doce. 

Artículo 85 
Con carácter general, en los Tribunales de Instancia, las Secciones Civiles o las Civiles y de Instrucción que 

constituyan una Sección Única extenderán su jurisdicción a un partido judicial. 
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Artículo 86 

1. Cuando se estime conveniente, en función de la carga de trabajo, se creará en el Tribunal de Instancia una 
Sección de Familia, Infancia y Capacidad, que extenderá su jurisdicción a todo el partido judicial. 

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el Gobierno podrá establecer por real decreto, a propuesta del 
Consejo General del Poder Judicial y, en su caso, con informe favorable de la comunidad autónoma con competencias 
en materia de Justicia, Secciones de Familia, Infancia y Capacidad que extiendan su jurisdicción a dos o más partidos 
dentro de la misma provincia. 

3. El  Consejo  General  del  Poder  Judicial,  previo  informe  de  las  Salas  de Gobierno,  podrá  acordar  que,  en  
aquellos  Tribunales  de  Instancia  donde  no hubiere una Sección de Familia, Infancia y Capacidad y sea conveniente 
por razón de la carga de trabajo existente, el conocimiento de los asuntos referidos en este artículo corresponda a uno 
de los jueces, juezas, magistrados o magistradas de la Sección  Civil,  o  Civil  y  de  Instrucción  que  constituya  una  
Sección  Única, determinándose  en  esta  situación  que  ese  juez,  jueza,  magistrado  o  magistrada conozca  de  
todos  estos  asuntos  dentro  del  partido  judicial,  ya  sea  de  forma exclusiva o conociendo también de otras materias. 

4. En los partidos judiciales en que exista un Tribunal de Instancia  con Sección Única integrada por una sola plaza 
judicial, el juez o jueza que la ocupe será quien asuma el conocimiento de los asuntos de familia cuando no se hubiere 
creado una Sección de Familia, Infancia y Capacidad. 

Artículo 87 

1. Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada provincia, existirá una Sección 
de lo Mercantil con jurisdicción en toda la provincia y sede en su capital. 

2. En aquellas  provincias  donde,  por  razón  de  la  carga  de  trabajo,  no  se constituya una Sección de lo Mercantil 
el conocimiento de los asuntos referidos en este  artículo  corresponderá  a  uno  de  los  jueces  o  a  una  de  las  
juezas  de  la Sección  Civil,  o  Civil  y  de  Instrucción  que  constituya  una  Sección  Única  en  el Tribunal de Instancia 
de la capital de provincia. 

3. Por  excepción  a  lo  establecido  en  los  apartados  anteriores,  cuando  una provincia  tenga  una  población  
inferior  a  los  500.000  habitantes,  el  Gobierno  por real  decreto,  a  propuesta  del  Consejo  General  del  Poder  
Judicial  con  informe favorable  previo  de  la  comunidad  autónoma  con  competencias  en  materia  de Justicia  o  a  
propuesta  de  esta  comunidad  oído  el  Consejo  General  del  Poder Judicial,  podrá  extender  a  esa  provincia  la  
jurisdicción  de  la  Sección  de  lo Mercantil  de  otra  provincia  limítrofe  perteneciente  a  la  misma  comunidad 
autónoma. 

4. Cuando  un  partido  judicial  cuente  con  más  de  250.000  habitantes  y, perteneciendo  a  la  misma  provincia,  
no  sea  limítrofe  con  el  de  su  capital,  el Gobierno,  a  propuesta  del  Consejo  General  del  Poder  Judicial  y  con  
informe favorable  previo  de  la  comunidad  autónoma  con  competencias  en  materia  de Justicia o a propuesta de 
la comunidad autónoma con competencias en materia de Justicia y oído el Consejo General del Poder Judicial, podrá 
crear una Sección de lo Mercantil en el Tribunal de Instancia de aquel partido judicial con jurisdicción en él y en aquellos 
otros partidos judiciales limítrofes que se considere oportuno. 

5. En aquellas capitales de provincia en las que exista más de un juez, jueza, magistrado o magistrada en la Sección 
de lo Mercantil y menos de cinco, las solicitudes de declaración de concurso de acreedores de persona natural se 
repartirán a uno solo de ellos. Si el número de jueces, juezas, magistrados y magistradas de dicha Sección fuera más 
de cinco, esas solicitudes se repartirán a dos o más igualmente determinados, con exclusión de los demás. 

Artículo 90 

1. Con carácter general, en el Tribunal de Instancia, con sede en la capital de cada provincia y con jurisdicción en 
toda ella, existirá una Sección de lo Penal. 
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2. También podrán establecerse Secciones de lo Penal en Tribunales de Instancia que tengan su sede en 
poblaciones distintas de la capital de provincia, delimitándose en cada caso el ámbito territorial de su jurisdicción. 

3. Las Secciones de lo Penal enjuiciarán las causas por delito que la ley determine. A fin de facilitar el conocimiento 
de los asuntos instruidos por las Secciones de Violencia sobre la Mujer y las Secciones de Violencia contra la Infancia 
y la Adolescencia, y atendiendo al número de asuntos existentes, deberán especializarse una o varias plazas judiciales 
de la Sección de lo Penal, de conformidad con lo previsto en el artículo 96 de la presente ley. 

4. Corresponde  asimismo  a  las  Secciones  de  lo  Penal  la  ejecución  de  las sentencias dictadas en causas por 
delito grave o menos grave por las Secciones de  Instrucción,  Secciones  de  Violencia  sobre  la  Mujer  y  Secciones  
de  Violencia contra  la  Infancia  y  la  Adolescencia;  el  reconocimiento  y  ejecución  de  las resoluciones  que  
impongan  sanciones  pecuniarias  transmitidas  por  las autoridades  competentes  de  otros  Estados  miembros  de  
la  Unión  Europea, cuando las mismas deban cumplirse en territorio español, y los procedimientos de decomiso 
autónomo por los delitos para cuyo conocimiento sean competentes. 

5. Corresponde a las Secciones de lo Penal la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo 
de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley. 

Artículo 92 

1. Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de  cada  provincia,  dentro  del  orden  
jurisdiccional  penal,  existirá  una  Sección  de Vigilancia  Penitenciaria,  que  tendrá  las  funciones  jurisdiccionales  
previstas  en  la ley  en  materia  de  ejecución  de  penas  privativas  de  libertad  y  medidas  de seguridad, emisión y 
ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones  penales  en  la  Unión  Europea  que  les  
atribuya  la  ley,  control jurisdiccional de la potestad disciplinaria de las autoridades penitenciarias, amparo de los 
derechos y beneficios de los internos en los establecimientos penitenciarios y demás que señale la ley. 

2. Podrán establecerse Secciones de Vigilancia Penitenciaria en Tribunales de Instancia que tengan su sede en 
poblaciones distintas de la capital de provincia, delimitándose en cada caso el ámbito territorial de su jurisdicción. El 
Gobierno establecerá la sede de estas Secciones, previa audiencia de la comunidad autónoma afectada y del Consejo 
General del Poder Judicial. 

Artículo 93 

1. Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada provincia, y con jurisdicción en 
toda ella, existirá una Sección de lo Contencioso-Administrativo. 

2. Cuando el volumen de asuntos lo requiera, se podrán establecer Secciones de lo Contencioso-Administrativo en 
Tribunales de Instancia que tengan su sede en poblaciones distintas de la capital de provincia, delimitándose en cada 
caso el ámbito territorial de su jurisdicción. 

3. También podrán crearse excepcionalmente Secciones de lo Contencioso Administrativo que extiendan su 
jurisdicción a más de una provincia dentro de la misma comunidad autónoma. 

4. Las Secciones de lo Contencioso-Administrativo conocerán, en primera o única instancia, de los recursos 
contencioso-administrativos contra actos que expresamente les atribuya la ley. 

5. También les corresponde autorizar, mediante auto, la entrada en los domicilios y en los restantes edificios o lugares 
cuyo acceso requiera el consentimiento de su titular, cuando ello proceda para la ejecución forzosa de actos de la 
Administración, salvo que se trate de la ejecución de medidas de protección de menores acordadas por la entidad 
pública competente en la materia. 

6. A dichas Secciones les compete igualmente la autorización para la entrada en domicilios y otros lugares 
constitucionalmente protegidos, que haya sido acordada por la Administración Tributaria en el marco de una actuación 
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o procedimiento de aplicación de los tributos aún con carácter previo a su inicio formal cuando, requiriendo dicho 
acceso el consentimiento de su titular, este se oponga a ello o exista riesgo de tal oposición. 

Artículo 94 

1. Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada provincia y con jurisdicción en 
toda ella existirá una Sección de lo Social. 

2. Podrán establecerse Secciones de lo Social en Tribunales de Instancia que tengan su sede en poblaciones 
distintas de la capital de provincia, delimitándose en cada caso el ámbito territorial de su jurisdicción. Asimismo, las 
Secciones de lo Social podrán excepcionalmente extender su jurisdicción a dos o más provincias dentro de la misma 
comunidad autónoma. 

3. Las Secciones de lo Social conocerán, en primera o única instancia, de los procesos sobre materias propias de 
este orden jurisdiccional que no estén atribuidos a otros órganos del mismo. 

Artículo 95 

En la Villa de Madrid y con jurisdicción en todo el territorio nacional existirá un Tribunal Central de Instancia, que 
contará con las siguientes Secciones: 

a) Sección  de  Instrucción,  que  instruirá  las  causas  cuyo  enjuiciamiento corresponda a la Sala de lo Penal de la 
Audiencia Nacional o, en su caso, a la Sección  de  lo  Penal  del  propio  Tribunal  Central  de  Instancia  y  tramitará  
los expedientes  de  ejecución  de  las  órdenes europeas  de  detención  y  entrega,  los procedimientos de extradición 
pasiva, los relativos a la emisión y la ejecución de otros instrumentos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales 
en la Unión Europea que les atribuya la ley, así como las solicitudes de información entre los servicios  de  seguridad  
de  los  Estados  miembros  de  la  Unión  Europea  cuando requieran autorización judicial, en los términos previstos 
en la ley. 

b) Sección de lo Penal, que conocerá, en los casos en que así lo establezcan las leyes procesales, de las causas por 
los delitos a que se refiere el artículo 65 y de los demás asuntos que señalen las leyes. Corresponde asimismo a la 
Sección de lo Penal la ejecución de las sentencias dictadas en causas por delito grave o menos grave por la Sección 
de Instrucción del propio Tribunal Central de Instancia, y los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos 
para cuyo conocimiento sean competentes. 

c) Sección de Menores, que conocerá de las causas que le atribuya la legislación reguladora de la responsabilidad 
penal de los menores, así como de la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo de 
resoluciones penales en la Unión Europea que le atribuya la ley. 

d) Sección  de  Vigilancia  Penitenciaria,  que  tendrá  las  funciones jurisdiccionales  previstas  en  la  Ley  Orgánica  
1/1979,  de  26  de  septiembre, General  Penitenciaria,  descritas  en  el  apartado  1  del  artículo  92  de  esta  ley,  
la competencia  para  la  emisión  y  ejecución  de  los  instrumentos  de  reconocimiento mutuo  de  resoluciones  
penales  en  la  Unión  Europea  que  les  atribuya  la  ley  y demás funciones que señale la ley, en relación con los 
delitos competencia de la Audiencia Nacional. En todo caso, la competencia de esta Sección será preferente y 
excluyente cuando el penado cumpla también otras condenas que no hubiesen sido impuestas por la Audiencia 
Nacional. 

e) Sección de lo Contencioso-Administrativo, que conocerá, en primera o única instancia, de los recursos 
contencioso-administrativos contra disposiciones y actos emanados de autoridades, organismos, órganos y entidades 
públicas con competencia en todo el territorio nacional, en los términos que la ley establezca. 

Corresponde también a la Sección de lo Contencioso-Administrativo autorizar, mediante  auto,  la  cesión  de  los  datos  
que  permitan  la  identificación  a  que  se refiere el artículo 8.2 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la 
sociedad de  la  información  y  de  comercio  electrónico,  la  ejecución  material  de  las resoluciones  adoptadas  por  
el  órgano  competente  para  que  se  interrumpa  la prestación  de  servicios  de  la  sociedad  de  la  información  o  
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para  que  se  retiren contenidos  que  vulneran  la  propiedad  intelectual,  en  aplicación  de  la  citada Ley 34/2002, 
de 11 de julio, así como la limitación al acceso de los destinatarios al servicio  intermediario  prevista  en  el  artículo  
51.2  b)  del  Reglamento  (UE) 2022/2065  del  Parlamento  Europeo  y  del  Consejo  de  19  de  octubre  de  2022, 
relativo  a  un  mercado  único  de  servicios  digitales  y  por  el  que  se  modifica  la Directiva  2000/31/CE.  Igualmente 
conocerá la Sección de lo Contencioso-Administrativo del procedimiento previsto en el artículo 12 bis de la Ley 
Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos. 

Corresponde  a  la  Sección  de  lo  Contencioso-Administrativo  autorizar, mediante auto, el requerimiento de 
información por parte de la Agencia Española de  Protección  de  Datos  y  otras  autoridades  administrativas  
independientes  de ámbito  estatal  a  los  operadores  que  presten  servicios  de  comunicaciones electrónicas 
disponibles al público y de los prestadores de servicios de la sociedad de  la  información,  cuando  ello  sea  necesario  
de  acuerdo  con  la  legislación específica. 

Artículo 96 

1. El Consejo General del Poder Judicial podrá acordar, previo informe de las Salas de Gobierno y de las 
Administraciones con competencias en materia de Justicia, que en aquellas circunscripciones donde exista más de 
una plaza judicial de la misma Sección, una o varias de las personas destinadas en ellas asuman con carácter exclusivo 
el conocimiento de determinadas clases de asuntos o de las ejecuciones propias del orden jurisdiccional de que se 
trate, sin perjuicio de las labores  de  apoyo  que  puedan  prestar  los  servicios  comunes  que  al  efecto  se constituyan. 

2. El  Consejo  General  del  Poder  Judicial,  oída  la  Sala  de  Gobierno  del Tribunal Superior de Justicia y con 
informe favorable de las Administraciones con competencias  en  materia  de  Justicia  en  cada  territorio,  podrá  
acordar  que  en aquellas  provincias  en  que  existan  más  de  cinco  plazas  judiciales  en  las Secciones de lo 
Mercantil de los Tribunales de Instancia existentes, uno o varios de los jueces, juezas, magistrados o magistradas 
destinados en ellos asuman con carácter exclusivo el conocimiento de determinadas clases de asuntos de entre los 
que sean competencia de estas Secciones. 

3. El Consejo General del Poder Judicial, con informe favorable del Ministerio de Justicia y, en su caso, de la 
comunidad autónoma con competencias en materia de  Justicia,  oída  la  Sala  de  Gobierno  del  Tribunal  Superior  
de  Justicia,  podrá acordar  la  especialización  de  una  o  varias  plazas  judiciales  de  Tribunales  de Instancia de la 
misma provincia y del mismo orden jurisdiccional, estén o no en el mismo  partido  judicial  y,  si  no  lo  estuvieran,  
previa  delimitación  del  ámbito  de competencia  territorial,  asumiendo  por  tiempo  determinado  las  personas 
destinadas en ellas el conocimiento de determinadas materias o clases de asuntos y, en su caso, de las ejecuciones 
que de los mismos dimanen, sin perjuicio de las labores de apoyo que puedan prestar los servicios comunes 
constituidos o que al efecto se constituyan. 

4. Los acuerdos del Consejo General del Poder Judicial a que se refieren los apartados anteriores se publicarán en 
el "Boletín Oficial del Estado" y producirán efectos desde el inicio del año siguiente a aquel en que se adopte, salvo 
que, por razones de urgencia, razonadamente se establezca otro momento anterior. 

7.2. Órganos Unipersonales 

7.2.1.  De los Jueces y las Juezas de Paz 

Artículo 99. 

En cada municipio donde no exista Tribunal de Instancia, y con jurisdicción en el término correspondiente, habrá un 
juez o una jueza de paz. 
 
Artículo 100. 

1. Los jueces y juezas de Paz conocerán, en el orden civil, de la sustanciación en primera instancia, fallo y ejecución 
de los procesos que la ley determine y cumplirán también las demás funciones que la ley les atribuya. 
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2. En el orden penal, conocerán en primera instancia de los procesos por delito leve que les atribuya la ley. Podrán 
intervenir, igualmente, en actuaciones penales de prevención, o por delegación, y en aquellas otras que señalen las 
leyes. 


